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León, Guanajuato, a 29 veintinueve de enero del año 2010, dos mil diez. . .  . . .  
V I S T O para resolver el expediente número 295/2009-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JOSÉ GABRIEL MORALES RAMÍREZ, en contra del Tesorero Municipal y del Agente de Tránsito Manuel Gómez; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.-  Que  se  impugnan  el  acta de  infracción número  T-3635389, de fecha 23 veintitrés de octubre del año 2009, dos mil nueve, su calificación y el estado de cuenta de fecha 27 veintisiete de octubre del mismo año; la existencia del primero se acredita con el original de la referida acta de infracción y la de los otros actos con el original del citado estado de cuenta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El agente de tránsito hace valer la casual de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261, en relación con la fracción II del artículo 262 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que de los hechos narrados en la demanda y del acta de infracción número T-3635389, se desprende que no afecta el interés jurídico del actor, en virtud de que no expresa ningún argumento lógico-jurídico tendente a demostrar que el acto impugnado le causa perjuicio en sus derechos subjetivos, tan es así, que no acredita el carácter con el que comparece, porque el acta de infracción no fue emitida a nombre del inconforme. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que, por una parte, es cierto que el oficial de tránsito demandado, no expresó el nombre de la persona a la que va dirigida el acta combatida, dejando de señalar los datos necesarios que permitan su identificación, pero también es verdad, que en autos de esta causa administrativa obran medios convictivos que nos permiten concluir que el titular del acta de infracción impugnada fue levantada a nombre del ciudadano José Gabriel Morales Ramírez, quien promueve por su propio derecho; esto último es así, en razón de que el estado de cuenta de fecha 27 veintisiete de octubre del año 2009, dos mil nueve, aparece emitido a nombre del impetrante, de lo que existe la plena convicción de que la calificación de la infracción se llevó a cabo nombre del actor, pues se advierte que éste, es la persona a quien se le sanciona por las conductas descritas en el acta de infracción combatida, por tanto, existe la presunción de que el ciudadano José Gabriel Morales Ramírez, era el conductor del vehículo Volkswagen, con placas de circulación GNH 39 22, el día en que se levanto el acta combatida, pues de acuerdo a lo señalado por el artículo 48 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, se sanciona a quienes cometan faltas administrativas al citado Ordenamiento, por consiguiente, es evidente que el impetrante cuenta con interés jurídico para impugnar el acta de infracción que nos ocupa, por tal motivo, la afectación o no al interés jurídico del actor se analizará en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .
El Tesorero Municipal aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por no haber emitido ningún acto o resolución en contra del promovente. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que se impugna la calificación de la infracción y esta autoridad cuenta con atribuciones para calificarla, de ahí que, si se exhibe el estado de cuenta de fecha 27 veintisiete de octubre del año 2009, dos mil nueve, este constituye una constancia de que esta autoridad fiscal llevó a cabo la calificación de la infracción impugnada, pues ya se tiene el monto de la multa, el que constituye un crédito fiscal, originado con motivo de la calificación de la infracción, además que es un hecho notorio que a través del equipo de cómputo del Departamento de Infracciones de la Dirección de Ingresos de la Tesorería Municipal, se lleva a cabo la calificación de la infracción y generalmente el formato del estado de cuenta es elaborado por el personal subordinado a la autoridad fiscal demandada que tiene a su cargo el equipo de computación del Departamento de Infracciones, además es expedido a los particulares para informarles el monto de los créditos fiscales, previamente determinados y liquidados a su cargo e incluso, con base a estos estados de cuenta se facilita el entero del monto del crédito fiscal o en su defecto, se ordena el requerimiento de pago respectivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de estas causales de improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . .  . . . 
CUARTO.- Que en el primer párrafo del concepto de impugnación de la demanda el actor en esencia aduce que niega lisa y llanamente haber cometido infracción alguna al Reglamento de Tránsito Municipal de esta ciudad, como infundadamente lo pretende hacer parecer el oficial que intervino en los hechos; y, suponiendo sin conceder que se actualicen los motivos referidos en el acta de infracción, esta carece de la debida fundamentación y motivación de circunstancia de tiempo modo y lugar exigidas por la Ley transgrediéndose en su perjuicio los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República  y de los correlativos al Reglamento de Tránsito Municipal, que si bien el artículo 12 fracción II del citado Reglamento de Tránsito prohíbe que será motivo de infracción el detener la marcha del vehículo ante la luz roja de un semáforo, que en el caso que en ningún momento incurrió en la violación que se le atribuye, que ni mucho menos dejó de portar su licencia que le autoriza a conducir vehículos automotores, que hace notar la falta de fundamentación que argumenta el demandado, pues en el texto del documento que se impugna se invocan dos disposiciones legales que se contraponen entre sí por encontrase en dos ordenamientos que resultan confusos en su aplicación, pues en primer término se invoca como fundamento legal de la actuación del demandado, el Reglamento de Tránsito Municipal de León Guanajuato y por otra parte, se invocan disposiciones el Reglamento de Tránsito para el Municipio de León y por lo que hace a la garantía para realizar el pago se invoca el artículo 134 del Reglamento de Tránsito Municipal agregando también que se recoge en garantía la tablilla de circulación en base al artículo 44 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, resultando inatendible a que ordenamiento de transito puede referirse, de ahí la falta de fundamentación y motivación del acta combatida. En tanto que, el agente de tránsito demandado en la contestación aduce en esencia que los conceptos de impugnación no reúnen los requisitos del supuesto jurídico y norma de aplicación, que son meras apreciaciones subjetivas, hechos personales narrados en forma aislada, por lo que tales agravios adolecen de no presentar eficacia jurídica alguna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, el acta de infracción impugnada tiene la presunción de legalidad respecto a las dos infracciones que se hacen constar en la misma; la primera por no detener la marcha del vehículo cuando el semáforo esta en luz roja, prevista en el artículo 12 fracción II y la segunda por no portar licencia de conducir, establecida en el artículo 7  fracción I del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato. Por tal virtud, la negativa de estas infracciones se estudiará por separado. . . . . . . .  . . . . . . 
En cuanto a la negativa de la falta contenida en el artículo 12, fracción II, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, opera la negativa lisa y llana que hace el actor, ya que no se desprende afirmación alguna respecto a los hechos catalogados como infracciones, lo anterior en términos del artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 47.- “Los actos administrativos se presumirán legales; sin embargo, las autoridades administrativas deberán probar los hechos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, dicha negativa lisa y llana de los hechos catalogados como infracciones al Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, conforme al citado artículo 47, trae como consecuencia que deje de operar la presunción de legalidad del acta de infracción a debate y se le revierte la carga de la prueba al Agente de Tránsito demandado, a fin de que demuestre los hechos que constituyen la comisión de la infracción imputada al justiciable, ya que dicha negación no envuelve una afirmación expresa de un hecho. Lo anterior es así, de acuerdo a las reglas de la carga de la prueba previstas en el artículo 51 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el que dispone: . . . . . . . 
“Artículo 51.- Al que niega sólo le corresponderá probar, cuando:

I.- La negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;

II.- Se desconozca la presunción legal que tenga a su favor el colitigante; y,

III.- Se desconozca la capacidad.”. 

Bajo la tesitura de este numeral, en la especie se actualiza el supuesto jurídico previsto en la primera parte y en la fracción I, pues la negación no envuelve ninguna afirmación, de ahí que, la autoridad de tránsito tiene la carga de la prueba, a fin de demostrar que el actor realizó la conducta de no detener la marcha del vehículo cuando la luz del semáforo se encontraba en rojo y que constituye infracción al Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato; pero, ésta no ofreció elemento de convicción alguno para demostrar que la conducta que presuntamente desplegó el ciudadano José Gabriel Morales Ramírez, encuadra en el supuesto jurídico contemplado como falta administrativa en la citada fracción II del artículo 12; en consecuencia, es evidente que no se acreditan los hechos constitutivos de la infracción administrativa imputada al actor, por tanto, al dejar de existir la presunción de legalidad del acta de infracción combatida, solo respecto a esta infracción, es claro que esta acta no se encuentra debidamente fundada ni motivada, por incumplir con el elemento de validez exigido en el artículo 137, fracción VI, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, vicios que traen como resultado su ilegalidad. . 
Por otra parte, en cuanto a la infracción establecida en el artículo 7, fracción I.  del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, la cual consiste en que los conductores de vehículos deben circular con licencia para conducir vehículos vigente y es el caso que, el oficial demandado levantó la infracción al actor por no portar dicha licencia, hecho negado, pero a su vez afirma que le mostró al Agente de Tránsito la licencia para conducir, de modo que, sobre esta infracción no opera la negativa lisa y llana, de ahí que, la carga de la prueba recae en el actor, para que acredite el hecho de que al momento en el cual se elaboró el acta de infracción combatida, le mostró al agente de tránsito la licencia de conducir, sin embargo, omitió aportar medio de prueba alguna tendente a demostrar este hecho, por tal virtud, no se desvirtúa la presunción de legalidad del acta de infracción impugna sobre esta infracción, que consiste en no portar la licencia para conducir en el momento que se levanto el acta de infracción a debate. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 Ante la presunción de legalidad del acta de infracción impugnada, respecto a la no portación de licencia para conducir, se aborda el agravio expresado sobre la indebida fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, de un minucioso análisis del fundamento legal que sirve de apoyo para la emisión del acta de infracción combatida, se concluye que no se encuentra fundada de manera debida, puesto que la demandada, por un lado, la sustenta en los artículos 4 fracción VI, 16 fracción II, del Reglamento de Tránsito para el Municipio de de León, Guanajuato y por otro lado, también la fundo en el artículo 7 fracción I, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, sin especificar cual es el Ordenamiento vigente y cual es el abrogado, circunstancia que no le brinda seguridad jurídica al actor, en virtud de que no resulta claro cual de esos Ordenamientos Legales es el que aplica y cual es el que regula el acto combatido, situación que lo deja en total estado de indefensión, en consecuencia, en el acta de infracción a debate se encuentra indebidamente fundada, por ende, no cumple con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de ahí que, el acta combatida es ilegal; por consiguiente, el acta a debate no se encuentra motivada debidamente, toda vez que al no expresarse en forma precisa el precepto legal aplicable al impetrante, no es posible encuadrar la conducta desplegada por éste en la hipótesis prevista como infracción administrativa, ya que se desconoce cual es el precepto legal aplicado por la demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
Ahora, si la calificación y el estado de cuenta, son consecuencia del acta de infracción afectada de nulidad, es evidente que esta última asume el carácter de acto principal y los primeros de accesorios; no existiendo impedimento para declarar la nulidad de la calificación de la infracción y del estado de cuenta del 27 veintisiete de octubre del año 2009, dos mil nueve, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Que la argumentación expresada en el primer párrafo del concepto de impugnación y analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de las demás consideraciones expresadas en los otros párrafos del mismo punto de concepto de impugnación, toda vez que de ser procedentes, en nada variaría el sentido de la presente sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, el acta de infracción combatida es ilegal, pues como se dijo en supralíneas, se encuentra indebidamente fundada y motivada, luego entonces, estimando que los hechos no se pueden retrotraer por las circunstancias en las cuales ocurrieron y que la boleta de infracción impugnada, no es la respuesta a una petición, conforme a lo previsto en los artículos 300, fracción II y 302, fracción II, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total del acta de infracción número T-3635389, de fecha 23 veintitrés de octubre del año 2009, dos mil nueve y los actos consecuentes como lo son la calificación que recayó a la infracción y el estado de cuenta de fecha 27 veintisiete de octubre del mismo año, por ende, de acuerdo a lo dispuesto por el artículos 300, fracción VI, del invocado Código, se condena a la Directora General de Ingresos para que haga la devolución de la garantía exigida a la parte actora conforme al artículo 44 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, publicado en el Periódico Oficial número 12 doce, Tercera Parte, de fecha 9 nueve de octubre del año 2009, dos mil nueve, la que deberá restituir dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, término contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracciones II y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acta de Infracción número    T-3635389 de fecha 23 veintitrés de octubre del año 2009, dos mil nueve y de los actos consecuentes como lo son la calificación que recayó a la infracción y el estado de cuenta del día 27 veintisiete del mismo mes y año, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . .  . . . . . . . . 

TERCERO.- Se condena al Tesorero Municipal a que haga la devolución de la garantía exigida al ciudadano José Gabriel Morales Ramírez, la que deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada; por las razones expresas en el cuarto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
